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1. Antecedentes.
Es potestad y deber del Estado, y fundamento del Estado de Derecho, velar por la integridad física, la seguridad y el bienestar de sus ciudadanos. Para ello, el Estado recibe del pueblo el mandato de gestionar los servicios públicos tendentes a garantizar estos bienes sociales.

Sin embargo, desde hace 20 años, los poderes públicos están haciendo dejación de sus funciones en el caso de miles de sus ciudadanos que no tienen aún capacidad de ejercer sus derechos y que, por tanto, necesitan especial protección de su parte. Se trata de los ciudadanos que viven en el seno de sus madres por motivo de su formación y preparación para integrarse en el mundo exterior. Estos miles y miles de ciudadanos están siendo vilmente discriminados y destruidos so pretexto de una ley injusta que, además, está siendo usada fraudulentamente en el 98% de los casos. Y todo ello con conocimiento y consentimiento de los poderes públicos y al margen de la voluntad expresa de un 63’5% de la población que, según encuesta de Sigma Dos para El Mundo, se declara en contra de la legalización del aborto. Esto vulnera la esencia misma del Estado de Derecho y las conciencias de millones de personas.

Desde hace años, las Comunidades Autónomas (que tienen transferidas las competencias en materia de asuntos sociales, y por ello, de la familia y la infancia) se han erigido en subsidiarias de la potestad de los padres  sobre la vida y seguridad de sus hijos menores. Por ello se realizan políticas de acogimiento y adopción de niños que la Comunidad considera están siendo desatendidos o agredidos por sus progenitores. Sin embargo, la mayor agresión a los descendientes se produce, claramente, en el caso de los hijos no-deseados, que en gran número acaban siendo abortados. No obstante, en este caso las Comunidades y los poderes públicos en general abjuran de sus obligaciones, facilitando el aborto de los niños en gestación incluso con dinero de los contribuyentes. Más aún, es público y notorio que la gran mayoría de estos abortos son fraudulentos e ilegales, lo que hace al Estado culpable por omisión. Todo ello es un escándalo sin precedentes que cada año causa más de 100.000 muertes y gravísimas e incalculables secuelas físicas y psíquicas a las progenitoras de los niños abortados.

2. Procedimiento actual de adopción.
a. Antecedentes históricos.
Desde muy antiguo todas las civilizaciones establecieron medidas de protección de los menores. Sin embargo, fue Roma la que por vez primera reguló un sistema de protección para niños abandonados, pues en la época de los emperadores hispanos Trajano y Adriano (c. 100 d.C.) se instituyeron las hojas de asistencia. Éstas tendían a sufragar las necesidades vitales de los menores. Años después, en el imperio de Constantino, año 315, y por influencia del cristianismo, se crearon las primeras instituciones de protección de menores.

Igualmente fue Roma la primera en establecer un sistema reglado de adopción que tenía como fundamente una finalidad religiosa: para garantizarse descendencia que cumpliera con la obligación del culto doméstico a los antepasados. Esto no impedía que hubiera otra serie de finalidades en la misma, ya fueran políticas, sociales, económicas, etc.

En la Edad Media, y por influencia del Cristianismo, tanto la defensa de los menores como la adopción en particular experimentan cambios esenciales.

Es en el siglo XIX cuando se extienden las regulaciones modernas de la adopción, en las que el elemento básico pasará a ser el bien del menor.

b. Regulación española.
Actualmente, en España la adopción tiene por su propia naturaleza carácter permanente, si bien no fue siempre así. Se configura como una institución que tiende a garantizar el interés del menor a través de la intervención pública. En principio, y salvo casos excepcionales, la adopción extingue el vínculo del adoptado con su familia de origen.
Entre los requisitos que la ley establece para poder adoptar se encuentran:

i. Estar en pleno ejercicio de los derechos civiles.

ii. Ser mayor de 25 años y tener como mínimo 14 años más que la persona adoptada. Si la adopción la realiza un matrimonio o una pareja basta con que cualquiera de ellos cumpla este requisito.

Para proceder a la adopción deben transcurrir en cualquier caso 30 días desde el nacimiento. En el caso de que los padres biológicos o de nacimiento sean conocidos, este plazo se establece para que muestren su conformidad a la adopción y, en el caso de no ser conocidos y haber sido abandonado el menor, para que su madre de nacimiento lo reclame.

La tramitación para poder realizar una adopción es compleja. Esta puede iniciarse directamente en los Servicios de Protección de Menores de las Comunidades Autónomas o ante el Juez. En el primer caso será el  órgano autonómico correspondiente quien, después de reunir diversa documentación y mantener entrevistas con los solicitantes, deberá expedir un certificado de idoneidad de los adoptantes. Si éste es positivo se iniciará el expediente de propuesta previa de adopción.

Si el proceso se inicia directamente ante la autoridad judicial no será necesaria esta propuesta previa. Sin embargo, el acceso directo al órgano judicial está limitado sólo a ciertos supuestos:

i. Cuando se adopte un niño huérfano y pariente de tercer grado por consanguinidad o afinidad.

ii. Cuando el menor haya sido acogido legalmente por el adoptante durante más de un año o haya permanecido durante este mismo tiempo bajo su tutela.

iii. Cuando se trata de la adopción del hijo del cónyuge.
iv. Cuando el adoptado es mayor de edad o menor emancipado.

3. Propuesta de nueva regulación.
a. Razones de la propuesta
La propuesta que más abajo se indica parte de varios presupuestos:

1. que las mujeres que solicitan un aborto lo hacen por un sentimiento de discapacidad para sacar adelante la vida de un hijo;

2. que ante esta discapacidad no reciben la necesaria ayuda ni información del Estado;

3. que optan por eliminar la fuente de su sensación de discapacidad:  su hijo;

4. que este comportamiento es claramente contrario a la justicia y no debe ser tolerado por el Estado;

5. que el Estado, pues, debe asumir la potestad de los progenitores sobre ese hijo en gestación que va a ser maltratado y agredido hasta el extremo de su eliminación física;

6. que los poderes públicos deben tutelar a ese niño en régimen de acogimiento durante su gestación, y, en caso necesario, en régimen de adopción después de su alumbramiento, si los progenitores siguen sintiéndose discapacitados o desmotivados para asumir su cuidado y educación.

7. que los poderes públicos deben, pues, sufragar los gastos que la vida de ese niño requiera, durante su etapa de gestación, asistiendo a la mujer embarazada en sus necesidades vitales, ya sean materiales, sanitarias o psicológicas. Para ello podrían contar con la colaboración de la sociedad civil en la figura del acogimiento familiar, como es práctica habitual en el caso de menores ya nacidos.
8. que tras su alumbramiento, deben gestionar, eficaz y rápidamente, la adopción de ese niño por personas idóneas, que esperan años en largas listas de espera para poder adoptar un niño.

b. Finalidad de la propuesta
La propuesta que a continuación se formula, cumplirá una quíntuple función:

1. salvar la vida de un menor indefenso e inocente,

2. salvar a sus progenitores de los riesgos físicos y psíquicos que conlleva el aborto, es decir, del conocido como Síndrome Post-aborto (ver www.nomassilencio.com),
3. procurar que todos los niños y niñas tengan unos padres, aunque no puedan ser los de nacimiento,

4. procurar que las personas que quieren ser padres o madres, puedan serlo no sólo a través de la gestación y alumbramiento, sino también a través de la adopción, sin que por ello tenga que ser excesivamente costoso o traumático 

5. acabar con la mafia del aborto y el ingente dinero negro que mueve

c. Propuesta de modificación legislativa
Con respecto al marco jurídico vigente, debe citarse como legislación aplicable el artículo 148.1.20 y el artículo 20.4, en los que se establece las competencias de las Comunidades Autónomas con respecto a la Asistencia Social, y la obligatoriedad de la protección de la juventud y la infancia; la Convención de Derechos del Niño de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 1989, ratificado por España el 30 de noviembre de 1990; el Convenio de la Haya relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, de 29 de mayo de 1993, ratificado por España mediante Instrumento de 30 de junio de 1995;  la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, la Instrucción de 15 de Febrero de 1999 de la Dirección General de los Registros y del Notariado, (B.O.E. del 2 de Marzo) y la Ley 54/2007 de 28 de diciembre de Adopción Internacional.

El presente marco jurídico precisa de una modificación que extienda su ámbito a los menores en gestación y a las mujeres embarazadas que no quieran o no puedan ser madres, de modo que puedan optar por otras medidas alternativas al aborto, cual pudiera ser la adopción con determinadas especialidades. 

En primer lugar, habría que modificar el actual régimen de Acogimiento, facilitando la creación de programas de Acogimiento Familiar específicos para mujeres con embarazos no-deseados, teniendo en cuenta sus necesidades  y, a la vez, eliminar los factores disuasorios que actualmente impiden el normal desarrollo de la adopción nacional. 
Para ello proponemos:

1. Establecer un contrato de Acogimiento Familiar entre las partes (mujer embarazada y familia de acogida) en el que la Administración participaría como supervisora o tutelar. Así las CCAA supervisarían el contrato de acogimiento por medio de su sistema de protección. Al mismo tiempo darían ayudas al menor en gestación, en la persona de su madre durante su embarazo, como lo dan a los menores tutelados y a las familias acogedoras durante el periodo previo a la adopción/ratificación de la progenitora.
2. Posibilitar que las madres de nacimiento que lo deseen puedan elegir a la familia adoptante, de entre las previamente evaluadas que han obtenido su Certificado de Idoneidad, con el fin de eliminar la inquietud que sufren las mujeres por el porvenir de su hijo a la hora de considerar la adopción.
3. Posibilitar que puedan asimismo optar por mantener contacto con los adoptantes antes y/o después de la adopción para su tranquilidad en cuanto al bienestar de su hijo (previo acuerdo pre-adopción con los adoptantes y siempre salvaguardando el interés del menor). Esto sería la introducción en nuestro derecho del  sistema de adopción “abierta o semiabierta”, de forma adicional al actual sistema de adopción “cerrada”.

4. Posibilitar que las mujeres puedan optar sólo por el Acogimiento temporal en lugar de la Adopción si su discapacidad fuera transitoria. En ese caso, la madre renunciaría a la guarda y custodia pero no a la patria potestad, y podría hacerse cargo de  su hijo posteriormente.
 Puede inhibir a las mujeres a la hora de dar en adopción a un bebé, el derecho de las personas adoptadas, con 18 años (o antes,  representadas por sus padres) a conocer los datos sobre sus orígenes biológicos, por pensar que en el futuro el hijo pueda reprocharle su abandono. Sin embargo no han de temer por ello, ya que su confidencialidad está doblemente garantizada: en primer lugar porque, desde 1999, en el Registro Civil se registran como datos principales los datos adoptivos del bebé; en segundo lugar porque las Entidades Públicas españolas que atiendan las solicitudes de conocer los orígenes biológicos, prestarán asesoramiento y ayuda siempre después de haber notificado a la madre de nacimiento que alguien la busca para que decida si accede o no a ser localizada y/o contactada. Por otro lado, en los casos de encuentros no suele haber reproches sino gratitud. Si hubiera un conflicto de principios o derechos, estimamos que este eventual conflicto debiera resolverse a favor del Derecho a la vida, fundamento del resto de derechos: mejor vivo y sin identificar que muerto.

Del mismo modo sería necesario simplificar el procedimiento administrativo y judicial, de forma que en los casos de renuncias hospitalarias, fuese suficiente una única renuncia, siempre y cuando quede constancia fehaciente de que es libre, consciente e informada. En caso de duda sobre la libertad y conocimiento, sería necesaria una ratificación ante el juez que acordara mediante sentencia la constitución de la adopción, y suprimiera (en caso de que la madre de nacimiento así lo manifestara) la necesidad de estar localizable para que le sea notificada la constitución de la tutela administrativa, para ser llamada por el juez a ratificarse en la renuncia, sin que ello suponga obligación de comparecer para que le sea notificada la sentencia de constitución de la adopción,  de forma que tras el parto y la renuncia pueda empezar a reponerse cuanto antes del posible dolor, duelo y añoranza que esa renuncia o separación puede suponer. Tales requisitos, sin embargo,  se mantendrían para los casos  de menores ya nacidos y retirados  a sus familias de origen por las Autoridades competentes, en este caso las autonómicas, como una garantía para sus progenitores.
Es necesaria una reforma para adaptar la normativa a las  renuncias hospitalarias. Así se evitarían situaciones irregulares como las existentes actualmente, en que las mujeres  dan un nombre falso y se van del hospital en cuanto dan a luz para evitar estos trámites. 
Asimismo, con ambas reformas, se evitarían los abandonos de recién nacidos en la vía pública, que por desgracia a menudo acaban produciendo la muerte del menor. Y más aún, se evitaría la indefensión que sufren actualmente las mujeres y sus hijos ante un embarazo no-deseado.
En Madrid, a 20 de noviembre de 2008, Día Universal de la Infancia
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